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Antecedentes:

La Cámara Federal de Casación Penal hizo lugar al recurso deducido por la defensa de Gabriel Ar-
naldo Góngora, anuló el auto que rechazó la solicitud de suspensión del juicio a prueba a su favor.

Para así decidir, la mayoría invocó el criterio adoptado en una decisión de la misma sala en el caso 
“Soto García, José Maria y otros” en el que cuanto sostuvo que la oposición del fiscaI a la suspen-
sión del juicio no tiene efecto vinculante, y que en caso de concurrir Ias condiciones de admisi-
bilidad previstas en la ley el juez deberá disponer la suspensión, a pesar del dictamen de aquél en 
sentido contrario.

La Corte Suprema –por mayoría- revocó lo resuelto. El Dr. Zaffaroni, en igual sentido, remitió al 
dictamen de la Procuración General.

Estándar aplicado por la Corte:

El Tribunal consideró que la concesión de la suspensión del proceso a prueba al imputado frus-
traría la posibilidad de dilucidar en ese estado procesal la existencia de hechos que prima facie 
fueron calificados como de violencia contra la mujer, junto con la determinación de la respon-
sabilidad de quien fue imputado de cometerlos y de la sanción que, en su caso, podría corres-
ponderle, sin poder obviarse que el desarrollo del debate es de trascendencia capital a efectos de 
posibilitar que la víctima asuma la facultad de comparecer para efectivizar el “acceso efectivo” al 
proceso art. 7, inc. f ), de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer de la manera más amplia posible, en pos de hacer valer su pretensión 
sancionatoria, cuestión que no integra, en ninguna forma, el marco legal sustantivo y procesal 
que regula la suspensión del proceso a prueba.

En su voto, el juez Zaffaroni señaló que la interpretación del a quo en el sentido de que la opinión 
del fiscal no tiene efecto vinculante y que en caso de concurrir las condiciones de admisibilidad 
previstas en la ley el juez deberá disponer la suspensión del juicio a prueba a pesar del dictamen de 
aquél en sentido contrario, no condice con la letra ni el espíritu del art. 76 bis del Código Penal, en 
cuyo trámite parlamentario se expresó que no basta el cumplimiento de condiciones objetivas para 
ser merecedor del beneficio, sino que se requiere además una valoración subjetiva que deberá hacer 
el agente fiscal -sobre circunstancias distintas a aquellas condiciones previas- sin cuya aprobación 
no podrá, en ningún caso, concederse la suspensión del juicio.


